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NO SE PROMOVIÓ FRENTE A PROVIDENCIA JUDICIAL ALGUNA / NO SE IDENTIFICÓ EL DERECHO FUNDAMENTAL AMENAZADO O VIOLADO / Niega en primera instancia / Se confirma / “En el caso bajo estudio, los demandantes no promovieron la tutela frente a providencia judicial alguna; no expresaron que el funcionario accionado hubiese incurrido en vía de hecho frente a alguna de las decisiones que adoptó en el proceso que consideraban afectado de nulidad porque no se les vinculó, a pesar de que son los herederos de la demanda.

De la lectura del escrito por medio del cual se formuló, se evidencia que con la tutela pretendían obtener la suspensión de la entrega del inmueble rematado en el proceso a que aluden, mientras se decidía el recurso de reposición interpuesto contra el auto que resolvió el incidente de nulidad que propusieron. Tal providencia se produjo el pasado 21 de julio, como lo acredita la inspección judicial practicada en primera instancia. 

Es decir, no se acudió a la tutela como mecanismo de protección de derechos fundamentales, porque ninguno se citó como lesionado, hecho que hubiese justificado inadmitir la solicitud de acuerdo con el artículo 17 del Decreto 2591 de 1991. Por lo tanto, puede decirse que la solicitud de amparo resultaba improcedente.

Al sustentar el recurso sí hicieron referencia a las providencias dictadas por el juzgado accionado en el trámite de la nulidad que promovieron, pero esos son hechos nuevos, respecto de los cuales no ha tenido oportunidad de defenderse el funcionario demandado, ni pronunciarse los demás vinculados y de esa manera, no pueden ser apreciados sin desconocer el derecho al debido proceso de que son titulares.”
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Pereira, septiembre dieciséis (16) de dos mil dieciséis (2016)             


Acta No. 451 de septiembre 16 de 2016

Expediente No. 66170-31-03-001-2016-00088-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formularon los señores Leonardo y Raúl Albeiro Ramírez Dávila, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 2 de agosto último, en la acción de tutela que promovieron contra el Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas, la Inspección Segunda Municipal de Policía, el señor Fernando Mejía Herrera y la Central Hidroeléctrica de Caldas – CHEC SA ESP, a la que fue vinculado el señor Fernando Ramírez Dávila. 
ANTECEDENTES

1.- Se relataron en la demanda extensos hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 En el Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas, se tramita proceso ejecutivo instaurado por la Central Hidroeléctrica de Caldas - CHEC SA. ESP contra de la señora Carmen Emilia Dávila de Ramírez, dentro del que se remató el inmueble de propiedad de la última, con matrícula inmobiliaria N° 294-10777 de la Oficina de Registro de Instrumento Públicos de Dosquebradas, ubicado en la carrera 14 N° 44-11 de ese mismo municipio.

1.2 Los accionantes tienen la condición de hijos y herederos legítimos de la señora Carmen Emilia Dávila de Ramírez, quien falleció hace más de diecisiete años, por lo que la acción ejecutiva no se podía instaurar en su contra. Sino de sus herederos determinados e indeterminados, “o contra los acreedores determinados o indeterminados”, tal como lo establece el artículo 1434 del Código Civil, pero ni en la demanda ni en ninguna de las etapas del proceso fueron vinculados como demandados, hecho que lesiona el debido proceso, consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, en concordancia con lo establecido en los artículos 2, 11 y 14 del Código General del Proceso.
1.3 Pese a esas falencias, el despacho tramitó el proceso y remató el inmueble, el cual fue adjudicado al señor Fernando Mejía Herrera y comisionó a la Inspección Segunda Municipal de Policía para que se lo entregara; la diligencia se programó para el 21 de julio de este año, a las nueve de la mañana.

1.4 Interpusieron recurso de reposición contra el auto proferido el 1º de julio de 2016, por medio del cual el juzgado accionado resolvió el incidente de nulidad que propusieron. Hasta la fecha de presentación de la tutela, el juzgado no se ha pronunciado.

1.5 Son dos personas de avanzada edad; el inmueble objeto del proceso ejecutivo es su único patrimonio, en el cual han tenido desde hace más de veinticinco años su lugar de residencia y de labores, pues allí funciona una ebanistería con la cual obtienen su sustento diario; no están preparados para desalojar el bien inmueble y lo único que esperan es que el juez se pronuncie respecto al recurso de reposición.
2.- Consideran vulnerados sus derechos a una vivienda digna, al trabajo, a la vida, al debido proceso, a la defensa y a la igualdad y para su protección, solicitan se suspenda de forma provisional la diligencia de entrega de bien inmueble ubicado en la carrera 14 No. 44-11 del barrio Buenos Aires de Dosquebradas, hasta cuando el juzgado accionado resuelva el recurso de reposición a que se refieren los hechos de la demanda.

A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1.- Por auto del pasado 19 de julio se admitió la acción; se decretó la medida provisional solicitada, consistente en la suspensión de la diligencia de entrega y se ordenó la práctica de inspección judicial al proceso a que se refieren los hechos de la demanda. Posteriormente se dispuso vincular al señor Fernando Ramírez Dávila.
2.- En el trámite de la acción de tutela, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El funcionario accionado se opuso a la prosperidad de la acción, pues su único fin es que se aplace la diligencia de entrega del bien inmueble objeto de remate, hasta cuando se resuelva el recurso de reposición interpuesto contra la providencia mediante la cual se decretó la nulidad de lo actuado y se dejó incólume el derecho de dominio del rematante, recurso que fue resuelto el 21 de julio de 2016 y se notificó a las partes por estado el 22 de julio.
2.2 El señor Fernando Mejía Herrera también se opuso a las  pretensiones. Al responder los hechos de la demanda dijo que para llegar a instancias de remate y adjudicación de un bien inmueble, se deben surtir el embargo y secuestro correspondientes, lo que significa el conocimiento pleno por parte de los allí habitantes (herederos determinados) del asunto jurisdiccional que se ventila en su contra; se acude a tutelas sucesivas para presentar excepciones previas, cuando la oportunidad judicial para ello finiquitó; se presentan dos tutelas por los mismos hechos; la primera se declaró improcedente y se vislumbra a simple vista que el actuar del apoderado de la parte actora tiene como objeto simplemente dilatar la entrega de un bien que le fue legalmente adjudicado, después de haberse presentado de buena fe a una subasta pública. Hizo referencia al principio de inmediatez, al carácter excepcional de la acción de tutela,  a los principios de buena fe y la confianza legítima y a los derechos adquiridos. 
2.3 El apoderado judicial de la Central Hidroeléctrica de Caldas – CHEC SS ESP indicó que si bien son ahora otros accionantes, sobre estos mismos hechos ya se tramitó acción de tutela ante el Juez Primero Penal Municipal de Dosquebradas, instaurada por el señor Fernando Ramírez Dávila, contra la Inspección Segunda de Policía y en la que fueron vinculadas la entidad que representa y el Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas, la que fue decidida en contra del accionante y su actuación dio además para que se compulsaran copias a la Fiscalía General de la Nación por las conductas que desplegó. No pueden los ahora demandantes discutir que no fueron llamados al proceso ejecutivo, como quiera que el actuar engañoso de su hermano llevó a todos al error de creer que la ejecutada estaba con vida y por lo tanto no había herederos que llamar. Solicita se niegue la tutela por improcedente y se levante la medida cautelar.
2.4 El señor Fernando Ramírez Dávila, una vez vinculado a la actuación, se pronunció en casi los mismos términos que lo hicieron los demandantes y manifestó que el incidente de nulidad y el recurso de reposición presentados por sus hermanos, fueron resueltos desfavorablemente por parte del Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas. Solicita la protección de sus derechos fundamentales.
2.5 La Inspección Segunda Municipal de Policía guardó silencio.
3.- Se puso término a la instancia con sentencia del 2 de agosto de este año en la que se declaró improcedente el amparo solicitado. Para decidir así, el funcionario de primera instancia empezó por advertir que la pretensión de la acción de tutela se limitó a la suspensión provisional de la diligencia de entrega del bien inmueble, la cual se evitó desde un principio con el decreto de la media provisional y que la decisión final estaba supeditada al pronunciamiento por parte del Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas, frente al recurso de reposición interpuesto contra el auto del 1º de julio de 2016, mediante el cual se decretó la nulidad de todo lo actuado a excepción del remate, dada las condiciones de buena fe del rematante, el que se produjo el 21 de julio, en el sentido de no reponerlo. Citó jurisprudencia sobre la carencia actual de objeto y concluyó que en este caso ninguna orden se puede impartir que tenga efectos para resarcir el daño causado con el remate del inmueble objeto de la solicitud de amparo, “ya que la misma sería inocua atendiendo y el remate y adjudicación, especialmente, los derechos adquiridos por terceros, se declarará su improcedencia por carencia actual de objeto en atención al daño consumado”, advirtiendo que la falta de notificación a los herederos de la demandada se produjo, no por responsabilidad del juzgado, sino de la omisión de uno de aquellos que no informó de la muerte de la deudora y realizó acciones que “distrajeron la realidad del despacho y a los demás intervinientes en el proceso ejecutivo…”

Precisó además que la acción de tutela que fue conocida por el Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas, instaurada por el señor Fernando Ramírez Dávila, en contra de la Inspección Segunda de Policía de Dosquebradas, difiere de esta en la identidad de las partes, por lo que descartó la temeridad.
4.- Los accionantes, inconformes con el fallo, lo impugnaron con similares argumentos a los que expusieron al formular la acción y expresaron su reparo frente a la providencia del Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas que resolvió el recurso de reposición que interpusieron contra el auto que se pronunció sobre la nulidad que alegaron, con el argumento de que se equivocó el juzgado al dejar a salvo lo relacionado con el derecho del rematante, lo que viola flagrantemente sus derechos fundamentales. Solicitan se decrete la nulidad del proceso desde el auto admisorio de la demanda; se suspenda la diligencia de desalojo del inmueble y se levanten las medidas cautelares que existan. 
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Pretenden los accionantes, con la acción instaurada, se suspenda de forma provisional la diligencia de entrega del bien inmueble ubicado en la carrera 14 No. 44-11 del municipio de Dosquebradas, ordenada dentro del proceso ejecutivo que se tramita en el Juzgado Primero Civil Municipal de ese lugar y que instauró la Central Hidroeléctrica de Caldas - CHEC SA ESP contra  la señora Carmen Emilia Dávila de Ramírez, con motivo del remate que en ese proceso se practicó, hasta cuando ese despacho se pronuncie sobre el recurso de reposición que se interpuso frente al auto que resolvió la nulidad que solicitaron.  

3.- Es sabido que la tutela como mecanismo excepcional de protección tiende a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

Además, la efectividad de la acción consiste en la posibilidad que tiene el juez de impartir una orden de inmediato cumplimiento para la protección del derecho fundamental conculcado, pero si el daño ya se ha consumado, el mecanismo de defensa pierde su razón de ser y en consecuencia, la orden que imparta ningún efecto podrá tener para restaurar el orden constitucional quebrantado en un caso concreto.

4.- En el caso bajo estudio, los demandantes no promovieron la tutela frente a providencia judicial alguna; no expresaron que el funcionario accionado hubiese incurrido en vía de hecho frente a alguna de las decisiones que adoptó en el proceso que consideraban afectado de nulidad porque no se les vinculó, a pesar de que son los herederos de la demanda.

De la lectura del escrito por medio del cual se formuló, se evidencia que con la tutela pretendían obtener la suspensión de la entrega del inmueble rematado en el proceso a que aluden, mientras se decidía el recurso de reposición interpuesto contra el auto que resolvió el incidente de nulidad que propusieron. Tal providencia se produjo el pasado 21 de julio, como lo acredita la inspección judicial practicada en primera instancia
. 

Es decir, no se acudió a la tutela como mecanismo de protección de derechos fundamentales, porque ninguno se citó como lesionado, hecho que hubiese justificado inadmitir la solicitud de acuerdo con el artículo 17 del Decreto 2591 de 1991. Por lo tanto, puede decirse que la solicitud de amparo resultaba improcedente.
5.- Al sustentar el recurso sí hicieron referencia a las providencias dictadas por el juzgado accionado en el trámite de la nulidad que promovieron, pero esos son hechos nuevos, respecto de los cuales no ha tenido oportunidad de defenderse el funcionario demandado, ni pronunciarse los demás vinculados y de esa manera, no pueden ser apreciados sin desconocer el derecho al debido proceso de que son titulares.

6.- En conclusión, se confirmará la sentencia impugnada, aunque por los motivos aquí expuestos, siendo necesario precisar que por los motivos expuestos en esa providencia, los que comparte la Sala, no se ha producido temeridad en el trámite de esta acción con motivo de la existencia de otra que promovió persona diferente.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 2 de agosto último, en la acción de tutela instaurada por los señores Leonardo y Raúl Albeiro Ramírez Dávila, contra el Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas, la Inspección Segunda Municipal de Policía, el señor Fernando Mejía Herrera y la Central Hidroeléctrica de Caldas – CHEC SA ESP, a la que fue vinculado el señor Fernando Ramírez Dávila.
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Ausente con causa justificada)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 38 a 40, cuaderno No. 1
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